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LAS TASAS LOCALES EN COSTA RICA: ALGUNOS ASPECTOS




PROBLEMATICOS






                                       ADRIAN TORREALBA NAVAS


1. Nota introductoria

En este trabajo me refiero a algunos de los principales aspectos problemáticos en la regulación de las tasas municipales en Costa Rica. Por razones de espacio, debo dejar de lado el problema general de la falta de distinción entre las tasas y los precios públicos de que adolece la legislación municipal. En cambio sí abordo otros aspectos que se refieren al hecho generador y a los otros elementos materiales y formales de esta figura tributaria.

2. El problema de la divisibilidad del servicio como requisito del hecho generador de  la tasa.

Como expone R. VALDES COSTA
 en relación con la “divisibilidad” del servicio como elemento característico de la tasa-ahora ya para diferenciarla de otras figuras tributarias como el impuesto y la contribución especial-, es “el elemento en el que se presentan menos discrepancias.  En la doctrian predomina netamente la opinión de que los servicios que dan lugar al pago de la tasa deben ser divisibles en el sentido (de) “que sean susceptibles de ser divididos en unidades de consumo o de uso.”


Esta nota viene recogida en la definición del artículo 4 del Código de Normas y Procedimentos Tributarios en cuanto establece que el hecho generador de la tasa es la prestación efectiva o potencial de un servicio público individualizado en el contribuyente.  


A nuestro juicio con mayor precisión, las definiciones españolas de tasa
expresan esta idea diciendo que constituye el hecho imponible de las tasas la prestación de un servicio público o la realización de una actividad administrativa que se refiera, afecte o beneficie de modo particular al sujeto pasivo.  Esta definición ilustra perfectamente que en la tasa no sólo rige un principio de beneficio –esto es, que grava el beneficio que se obtiene de un servicio público-, sino que rige el llamado principio de provocación de coste, de acuerdo con el cual “el gasto provocado o perjuicio patrimonial causado a la colectividad”
 es uno de los típicos fundamentos de la tasa.


El artículo 74 del Código Municipal luce importantes defectos en relación con esta nota característica de las tasas, fundamentalmente por incluir como hechos generadores de tasas servicios que son indivisibles.  Para empezar, ya la inclusión del servicio de policía municipal ha costado la declaratoria de inconstitucionalidad de la tasa de policía.CITAR  El servicio de alumbrado público no es un servicio divisible
, por lo que también podría no resistir el juicio de la Sala Constitucional, la cual en su Voto 05445-99 advirtió, en relación con el artículo que nos ocupa, que no prejuzgaba “sobre la condición de tasa de todos y cada uno de los presupuestos o rubros establecidos en ella, porque esto corresponderá determinarlo en su oportunidad en cada caso concreto.”
Tampoco parece serlo el mantenimiento de parques, zonas verdes y sus respectivos servicios. 


El artículo 75 del mismo cuerpo legal recoge bien el principio de “provocación del coste”, al ligar el cobro de “tarifas” a los servicios que el Municipio deba realizar por cuanto el munícipe no cumpla los deberes indicados en dicho artículo (limpiar la vegetación a orillas de las vías públicas y recortarla cuando perjudique o dificulte el paso de personas, construir cercas y limpiar lotes sin construir, etc.). Quizá la técnica legislativa no es la mejor, por cuanto si de establecer “tasas” se trata, debe hacerse con indicación del servicio como su hecho generador.  Valga apuntar también que la utilización del término “tarifas” podría llevar a confusión en cuanto a si se utiliza en estricta sinonimia con el término “tasas”.  


3. En cuanto a los elementos cuantitativos de la tasa


La regla para cuantificar las tasas contenida en el artículo 74 del Código Municipal es la de que éstas se fijarán tomando en consideración el costo efectivo más un diez por ciento (10%) para desarrollarlos.


Podemos iniciar manifestando  nuestra reserva en relación con lo del 10% adicional para desarrollo del servicio. El establecimiento o la ampliación de un servicio podría ser financiado, aunque sea parcialmente, con contribuciones especiales, sin perjuicio que luego su prestación sea financiada con tasas.  El Código Municipal podría aclarar esto, a la manera que lo hace el artículo 22 de la Ley de Haciendas Locales española.  Así, esta idea podría incluso ser sustitutiva del 10% que en la cuantificación de la tasa se reserva para el desarrollo del servicio, de conformidad con el artículo 74 del Código Municipal.  De hecho, el concepto de “desarrollo del servicio” parece referirse a las obras necesarias para su ampliación, que normalmente se refiere a gastos de inversión.  Tales gastos podrían ser financiados con el esquema “impuesto-contribución especial”, lo que es más lógico que su financiamiento con “tasas”, pues esta figura implica, como hemos visto, la prestación de un servicio en unidades de consumo o uso, lo que no encaja en la idea de inversiones generales para establecer o ampliar un servicio.  


En general, la cuantificación de una tasa debe estar inspirada en el llamado principio de la razonable equivalencia con el costo del servicio.  El Código Tributario uruguayo, artículo 12, establece en ese sentido que las tasas “deben guardar una razonable equivalencia con el costo del servicio público correspondiente”.  El artículo 24 de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales establece que “El importe estimado de las tasas por la prestación de un servicio o por la realización de una actividad no podrá exceder, en su conjunto, del coste real o previsible del servicio o actividad de que se trate.”


Este principio es importante pues evita que la cuantificación de la tasa se desvincule del servicio que constituye su hecho generador. Como expone R. VALDES COSTA
, es “un principio fundamental que la base de cálculo de todo tributo debe estar relacionado con las características del presupuesto de hecho...” Por lo tanto, en las tasas “no es procedente adoptar elementos característicos de otros tributos, especialmente de los impuestos.”  En otro lugar
 precisaba el ilustre profesor uruguayo que en las tasas “la base tiene que referirse a la magnitud de la prestación estatal, y no –como ocurre con frecuencia en los derechos positivos- en circunstancias extrañas, como pueden ser las relativas al contribuyente, valor de su bien o de sus ventas. La C. brasileña contiene una prohibición expresa al respecto (art. 145, III, 2º.)”


Si comparamos ambas normas con la del Código Municipal, vemos que éstas dan un margen de flexibilidad mayor, pues no se circunscriben a la rigurosidad de que el importe de las tasas sea igual al coste efectivo.   


Así, la norma española, al distinguir entre coste real o previsible plantea una diferencia “según se trate del mantenimiento de una Tasa ya existente o del establecimiento de una, de nueva creación. En el primero; se calculará dicho coste real, añadiendo a los gastos conocidos del año vencido, el previsible incremento de los mismos en el venidero. En el segundo, este cálculo será más difícil, no existen gastos experimentados en qué apoyarse, todo estará basado en gastos previsibles y estimaciones: será más difícil lograr que la cuantía total de Tasa coincida con el coste real del servicio prestado.”


Pero, además, la norma española, a diferencia de la nuestra, lo que establece es un límite máximo de la tasa: que no exceda el coste real o previsible del servicio, lo que implica que puede ser menor. Esto se complementa con el apartado 3 del artículo 24 LRHL que ordena tener en cuenta, cuando lo permitan las características del tributo, la capacidad económica de las personas que deban satisfacerlo. “Así configurada –comenta J. MARTIN QUERALT
- la tasa realza su naturaleza tributaria, debiendo enjuiciarse positivamente la supresión de la exigencia de cubrir íntegramente con la tasa los costes directos e indirectos del servicio. Ello permite a la entidad local efectuar una opción de política financiera sobre la medida en que se quiere repercutir dicho coste entre los usuarios del servicio, financiándose el resto con cargo a los ingresos generales de la Corporación.”


Asimismo, la norma española utiliza la expresión “en su conjunto”: “con ella hay que entender que la limitación del importe de las Tasas a sus costes, se refiere al importe total recaudado en un Municipio con relación al coste total de la prestación de todos los servicios por el concepto de dicha Tasa.”
 



Por otra parte, el Código Municipal no es específico en cuanto a qué elementos integran el “coste del servicio”.  En contraste, cabe citar el artículo 24 de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales española, de acuerdo con la cual “Para la determinación de dicho coste se tomáran en consideración los gastos directos e indirectos que contribuyen a la formación del coste total del servicio o de la actividad, incluso los de carácter financiero, amortización e inmovilizado y generales que sean de aplicación, no sufragados por contribuciones especiales...”  


Resulta así, opina FERREIRO
, “que el importe de las tasas ha de incluir en general (...), las siguientes rúbricas:

1. Costes de personal.

2. Compras de bienes y servicios. 

3. Intereses y otros gastos financieros.

4. Imputación de costes generales de funcionamiento de la Entidad local. 

5. Costes de recaudación y tesorería

6. Amortizaciones”


Si se admite, de otra parte y según lo analizado atrás, que la utilización privativa del dominio público genera “tasa”, podría incluirse un límite como el que incorporaba la legislación española anterior a la Ley Reguladora de las Haciendas Locales: “la tasa no debe exceder el valor de aprovechamiento que presumiblemente rige en el sector privado.”

En cuanto a la “cuota tributaria” de la tasa, esto es, “la cantidad que, del importe total de la recaudación de la misma, ha tenido que aportar cada uno de los sujetos pasivos”
 , el Código Municipal no tiene una norma general. En contraste, encontramos el artículo 24.2 de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, de acuerdo con el cual esa cuota consistirá, de conformidad con lo que disponga la correspondiente Ordenanza fiscal, en: 

a) La cantidad resultante de aplicar una tarifa.

b) Una cantidad fija señalada al efecto, o

c) La cantidad resultante de la aplicación conjunta de ambos procedimientos.


El artículo 74 sí indica la forma de cálculo de la cuota tributaria respecto de las específicas “tasas” (hemos dicho que no todas lo son) establecidas en dicho artículo por los servicios de alumbrado público, limpieza de vías públicas, recolección de basuras, mantenimiento de parques y zonas verdes y otros servicios municipales urbanos o no urbanos que se establezcan por ley: cobro proporcional entre los contribuyentes del distrito según la medida lineal de frente de propiedad. Se trata, dentro de las opciones que da la legislación española citada, de la del inciso c): tomando como cantidad fija el coste total del servicio más el 10%, éste se reparte según una escala en la que cada uno tiene asignado un porcentaje según la medida lineal de frente de propiedad.  Sin embargo, este criterio de cuantificación no es propio de una tasa, pues no revela el nivel de uso individual de los servicios, por una elemental razón: la mayoría de los indicados servicios son indivisibles, por lo que no deberían dar lugar al cobro de tasas. 


En los servicios indivisibles, como lo tiene bien estudiado la ciencia financiera, las distintas preferencias del ciudadano se manifiestan a través del pago de “precios” (impuestos) distintos por una misma cantidad dada de servicios. En los servicios divisibles, en cambio, se puede aplicar el sistema que rige en el mercado para los llamados bienes privados: las distintas preferencias se manifiestan a través del consumo de cantidades diferentes de unidades de uso o consumo del servicio a un “precio” (tasa) único por unidad de uso o consumo.  


En el método de cuantificación del artículo 74, es clarísimo que se calcula primero la cantidad del servicio, que es constante y única para todos los contribuyentes, y luego se diferencian las cuotas a pagar por dicha idéntica cantidad de servicio. Es decir, se aplica rigurosamente el esquema de los servicios indivisibles. 


La conclusión es que estos tributos deberían estar configurados como impuestos, en que la medida lineal de frente de propiedad podría ser un índice más o menos razonable del disfrute de los servicios públicos indivisibles.  Más aun, esta línea de reforma puede perfeccionarse con un elemento típico de la tasa cual es que su cuantía global es función del coste del servicio: es decir, se trataría de impuestos en que primero se cuantifica el valor del servicio; luego, se utilizan índices aproximativos para fijar la cuota tributaria.  Así, por ejemplo, si se utiliza como índice aproximativo el valor del inmueble, la cuota tributaria de cada uno se calcularía dividiendo el valor total del servicio en forma proporcional según el valor del inmueble de cada uno.  Se trata, asi, de un autentico hibrido entre la tasa y el impuesto, en que el hecho generador no seria un servicio del ente publico, sino la titularidad del inmueble, aun cuando, al pasar a la regulación de los elementos cuantitativos, se eche mano del esquema tradicional de la tasa.


Dentro de los servicios incluidos en el artículo 74, la recolección de basura sí puede ser considerada de carácter divisible y, por tanto, puede generar correctamente una tasa.  Cabe cuestionarse si el sistema de los metros lineales es un mecanismo adecuado para cuantificar la cuota tributaria. Cuando menos, el metro cuadrado es un criterio más aproximado.  


Además, debe observarse que como el artículo 74 alude a “otros servicios municipales urbanos o no urbanos” que se establezcan por ley, tal alusión abarcaría casos de verdaderas tasas, en que el criterio del los metros lineales luce incoherente como criterio general de cuantificación de las cuotas tributarias de las tasas.   

4. En cuanto al devengo de la tasa


Nada establece en forma expresa el Código Municipal sobre el “devengo” de la tasa, esto es, cuando se considera “nacida” la obligación tributaria.  Este tema no debe confundirse con el de la determinación y exigiblidad de la obligación.


Siendo normalmente un tributo instantáneo, no periódico, el devengo debe coincidir siempre con la existencia del elemento material del hecho generador, es decir, con la realización completa del hecho generador
.
 No obstante, como en algunos casos de tasa el hecho generador constituye un servicio que se realiza de modo continuado en el tiempo
, podría apreciarse algún rasgo de los tributos periódicos, con lo que podría ubicarse el devengo en un momento en que el servicio no se ha completado aun.  


La legislación española establece (art. 26 LRHL) que las “Tasas se devengarán cuando se inicie la prestación del servicio o la realización de la actividad...”. Se ha criticado esta solución en cuanto, como ha sostenido la jurisprudencia española, “no se devengan las Tasas Municipales, como tributos instantáneos que son, hasta que se presta el servicio o se realiza la actividad. Es decir, no basta, como dice el referido artículo 26, con la iniciación del servicio o de la actividad para devengar el Tributo; es necesario su acabado y finalización.”


Esta discusión podría tener relevancia en cuanto planteara el problema de que si la tasa se devenga con la iniciación del servicio, podría suceder que no quepa la devolución por ingreso indebido si el servicio no se completa. Sin embargo, si recordamos que el momento del devengo tiene como función determinar la legislación aplicable en el tiempo, es claro que el que no se complete el hecho generador hará indebido el ingreso hecho con la iniciación del servicio.  


De este modo, podría pensarse, como línea de reforma, en fijar el devengo en el momento en que se presta el servicio, si éste es instantáneo. Si éste tiene una cierta duración en el tiempo, la tasa se devengaría en el momento en que se inicie la prestación o en el que se presente la solicitud que inicie la actuación o el expediente. Si la tasa es periódica, podría indicarse como fecha de devengo el inicio del período o su finalización. Dentro de las tasas comprendidas en el artículo 74 del Código Municipal, éste sería el caso de la tasa por recolección de basura. En relación con una tasa análoga del Ayuntamiento de Barcelona,  observa L.M. ALONSO GONZALEZ
 que dado “que el servicio está concebido para prestarse ininterrumpidamente la problemática de la determinación temporal del hecho imponible es, en esencial paralela a la de cualquier impuesto periódico como puede ser el IAE o el IRPF.”  Comentando la Ordenanza Fiscal que la establece (n. 3.5 de 1995), destaca que “Por ello, la Ordenanza citada, en su artículo 11 establece un período impositivo coincidente con “el año natural o fracción, reducible por trimestres en primera ocupación o posesión por cualquier título”.  El devengo, en concordancia, se bifurcará en dos posibles momentos: un primer caso será cuando se trate de la primera vez que se paga la tasa, situándose el devengo al iniciarse la ocupación o posesión del local (...); y un segundo caso se advertirá en años sucesivos, en los que el devengo se sitúa el primer día del año como viene siendo habitual en los tributos municipales de carácter periódico.”   

  
El Código Municipal podría dar todas estas opciones, como sucede en la española Ley de Tasas y Precios Públicos (art. 15), quedando la definición respectiva al Acuerdo Municipal que reglamente la tasa.  

El devengo es independiente de la posibilidad de que se establezca el depósito

previo del importe total o parcial de la tasa, como medida de afianzamiento.  Esta posibilidad viene reconocida en el citado artículo 26 LRHL. 

5. En cuanto a los sujetos pasivos


En este punto también la legislación costarricense es vaga e imprecisa, pudiendo derivarse de la regulación del artículo 74 que únicamente se ha pensado en la categoría del “sujeto pasivo contribuyente”, que recaería en los “usuarios” del servicio. 


De una técnica considerablemente superior luce lo dispuesto en el artículo 23 de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales española, que distingue entre dos tipos de sujetos pasivos: los contribuyentes y los sustitutos.  De este modo, el inciso 1 nos dice que “Son sujetos pasivos de las tasas, en concepto de contribuyentes, las personas físicas y jurídicas, y las Entidades a que se refiere el artículo 33 de la Ley General Tributaria que soliciten o que resulten beneficiadas o afectadas por los servicios o actividades locales.” El inciso 2 nos dice que “Tendrán la condición de sustitutos del contribuyente: a) En las tasas establecidas por razón de servicios o actividades que beneficien o afecten a los ocupantes de viviendas o locales, los propietarios de dichos inmuebles, quienes podrán repercutir, en su caso, las cuotas sobre los respectivos beneficiarios.”


Una norma de este tipo sería bien recibida por nuestro ordenamiento, con la aclaración de que el término “sustituto” debería dar paso al de “agente de percepción”, según la figura regulada en el artículo 23 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.

6. En cuanto a los aspectos determinativos y recaudatorios de la obligación tributaria.


El artículo 74 del Código Municipal establece que “La municipalidad calculará cada tasa en forma anual y las cobrará en tractos trimestrales sobre saldo vencido”.  Esta norma parece referirse a todas las “tasas “ establecidas en este artículo, incluyendo a otras que se establezcan en otras leyes. 


Esta norma nos da cuenta de la existencia de un sistema de determinación de oficio por recibo; de carácter periódico: se determina y se cobra en forma trimestral; y para el conjunto de las tasas establecidas para el municipio.  Si bien el artículo 74 del Código Municipal establece que se calculará cada tasa en forma anual,  la verdad es que la manifestación externa de la determinación se hará concomitantemente con la emisión del recibo. 


Parece claro que este sistema determinativo y recaudatorio está diseñado pensando en figuras cuya naturaleza de tasas hemos dicho que es totalmente discutible.  Así, casi todos los servicios enunciados en el artículo 74 no son divisibles en unidades de consumo o uso, por lo que se aplica no un sistema en que se determina y cobra la tasa conforme se presta el servicio, sino un sistema que es indiferente a la cantidad de unidades de consumo o uso,  dependiente más bien del monto estimado del costo del servicio y el número de metros lineales con que se cuente.  Es decir, se trata de un sistema aceptable si de determinar y cobrar tributos periódicos se trata, pero extraño a la determinación y cobro de las tasas instantáneas.


La excepción es el caso de las “tasas periódicas”, en las que un sistema de este tipo sí tiene sentido.  Un ejemplo de tasa periódica, como dijimos, es la que se cobra por el servicio de recolección de basuras, prevista en el propio artículo 74 del Código Municipal. Así, siguiendo el régimen actual, la tasa se determina concomitantemente con su puesta al cobro, al emitirse el recibo. La regulación no es clara en cuanto al momento en que puede considerarse “notificado” el sujeto pasivo, sobre todo para efectos de impugnación. En esa dirección caben dos posibilidades: o proceder a notificaciones colectivas publicadas; o tomar como fecha de notificación un día determinado del plazo para el pago voluntario: por ejemplo, el primer día de ese plazo, quince días hábiles luego de ese primer día, etc. 


Por ejemplo, la Ley de Tasas y Precios Públicos española prevé un sistema en que la determinación o liquidación es independiente del recibo de cobro. En efecto, en su artículo 15 prevé, en primer lugar, la liquidación correspondiente al alta en el respectivo registro, padrón o matrícula de los contribuyentes –esto es, cuando se da el registro del contribuyente, se liquida la tasa-, que debe ser notificada individualmente. En segundo lugar, dispone que las sucesivas liquidaciones podrán notificarse colectivamente mediante anuncios en el Boletín Oficial del Estado.  


En cambio, en el caso de las tasas instantáneas, la determinación y cobro debería fijarse en forma consistente con las normas del devengo. Incluso podría preverse, como en el ordenamiento español, según indicamos atrás, el depósito previo del pago.  


También el ordenamiento español (art. 23 Ley de Tasas y Precios Públicos; art. 27 de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales) admite la posibilidad de que se establezca la determinación y pago de las tasas según un régimen de autoliquidación. Lógicamente, este régimen será factible en la medida de que el sujeto pasivo cuente con la información relevante para cuantificar la cuota. Este régimen de autoliquidación puede ser “provisional”, en el sentido de que, si el servicio consiste en una autorización o concesión de licencia o trámite administrativo análogo, dentro de ese mismo procedimiento se debe practicar una liquidación de oficio, pudiéndose producir una liquidación complementaria, cuyo requerimiento de pago puede interrumpir los plazos para el otorgamiento de la autorización o licencia.  La autoliquidación también podría utilizarse respecto de las tasas periódicas.
En cuanto al régimen de impugnación, podría preverse en general el sistema de recurso de revocatoria ante el Departamento correspondiente y apelación ante el Alcalde, quien agotaría la vía administrativa. 


7. En cuanto a los aspectos sancionadores.


El artículo 76 del Código Municipal establece una multa para el incumplimiento de los deberes previstos en el artículo 75 que da lugar al cobro de una tasa. Esta multa es un 50% más del costo efectivo del servicio.  


Puede cuestionarse esta imposición automática de la sanción, sin sujetarse a los principios del Derecho administrativo sancionador: debido proceso, tanto en su vertiente sustantiva como procedimental. 

� Curso de Derecho Tributario, 2ª edicion, Desalma, Marcial Pons, Buenos Aires, Santa Fe de Bogota, Madrid, 1996, p.p. 145-146.


� Art. 6 Ley de Tasas y Precios Públicos; art. 26.1 Ley General Tributaria; art.  20.1Ley Reguladora de las Haciendas Locales.


� E. SIMON ACOSTA, “Reflexiones sobre las tasas de las Haciendas Locales”, Hacienda Pública Española, n. 35, 1975, p. 272.


� En ese sentido comenta J.J. FERREIRO LAPATZA, “Tasas y Precios Públicos”, cit., p. 423,  que “La colocación de esta norma en el régimen jurídico de la tasa deriva, sin embargo, con toda coherencia, del principio de provocación de coste que complementa el principio del beneficio que, generalmente, se trata de aplicar con estos tributos.” 


� Como expone R. VALDES COSTA, Curso..., p. 146,  la doctrina mayoritaria y la jurisprudencia de la Corte Suprema uruguaya coinciden en que el servicio de alumbrado público no es divisible y, por tanto, no puede dar lugar al pago de tasas. En análogo sentido, la Ley Reguladora de las Haciendas Locales española, en su artículo 21 establece que las Entidades Locales no podrán exigir tasas por ciertos servicios, entre otros, por alumbrado de vías públicas, vigilancia pública en general, protección civil, casos típicos de no sujeción por no tratarse de servicios divisibles.


� Curso..., cit. p. 164.


� Instituciones de Derecho Tributario,  Ediciones Depalma,  Buenos Aires, 1992, p. 148. En igual sentido, F. MOSCHETTI, Il principio della capacita contributiva, CEDAM, Padua, 1973, p.p. 97 ss. destaca el caso contrario, en que la ratio de una norma es la de un impuesto pese a que el presupuesto de hecho sea o parezca ser la prestación de un servicio público. Hay figuras, en efecto, en que se busca gravar una manifestación de riqueza en cuanto tal, que sólo se relaciona con la actividad administrativa en aspectos incidentales (como condición de eficacia o de legitimidad de un acto o de una actividad):  En el caso del impuesto de timbre, por ejemplo, éste grava a todos los actos jurídicos con relevancia jurídica en el seno del Estado, de modo que la obligación de pago del tributo se presenta como requisito de legitimidad del acto mismo, de modo que se comete un ilícito de no cumplirse con esa obligación. Así, el establecimiento de ese requisito de legitimidad se plantea como un mecanismo de recaudación del tributo, amparado por tanto a una finalidad fiscal. Lo que se busca gravar es la manifesta�ción de riqueza que indirectamente se expresa con la realización de esos actos jurídicos y no el servicio prestado en su redac�ción. Cfr. p.p. 104-115. El impuesto de registro, por su parte, a juicio del Autor en comentario, recae sobre los actos en sí y no sobre el servicio de registro recibido, de modo que la obligación de pago nace con el acto mismo(v.g., a partir de la realización del acto corre el término de la Administración para exigir el pago del tributo). Es el pago lo que obliga al funcionario al registro del acto y no éste el que constituye en cabeza del contribuyente la obligación de pago, convirtiéndose el sistema de registro en un mero medio de recaudación fiscal. El registro ni siquiera se plantea como condición de eficacia del acto, porque de la falta de pago no deriva sólo una consecuencia de ineficacia (esto es, de no registro), sino también una sanción de incumpli�miento; ni tampoco como condición de legitimidad, pues no sólo se penaliza la eventual formación irregular del acto(registro sin pago previo), sino que es penalizado el simple hecho de no haer pagado dentro de un cierto término que correr desde la verifica�ción del presupuesto. Cfr. p.p. 115-120. En materia de tributos hipotecarios, aquéllos pagados a la oficina de registro para la transcripción de actos o sentencias que contienen transmisión de propiedad de inmuebles o de derechos susceptibles de hipoteca, o de certificados de sucesión denunciada,no plantean un condiciona�miento de la transcripción misma al pago del impuesto, ni siquie�ra la solicitud de transcripción debe estar hecha para que proceda el pago del impuesto. Por tanto, no parece que sea el servicio mismo la ratio del impuesto y, en consecuencia, no tiene carácter conmutativo. En los tributos hipotecarios pagados ante el conservador de los registros inmobiliarios, el pago se presen�ta como condición de eficacia de la publicidad inmobiliaria, pero del conjunto de la normativa aparece que el objetivo del impuesto no es gravar la formalidad hipotecaria en sí misma, sino la situación sustancial del contribuyente: basta recordar que el tipo del impuesto es proporcional; que se conmisura al capital, a los accesorios y a los intereses por los que la hipoteca es inscrita o renovada. De lo que se deduce que el fin es gravar la capacidad manifestada por un cierto acto, más que imponer el pago de un cierto servicio. Cfr. p.p. 124-130. Las tasas de concesión gubernativa, que se presentan como condición de eficacia para obtener una concesión y para poder realizar un tipo de actividad. Por ser la tasa siempre fija (salvo algunas excepciones no relevantes, a diferencia de la disciplina anterior que acudía a ciertos índices de potencialidad económica como la renta, el patrimonio, el capital social, la categoría del ejercicio, la capacidad productiva de la planta, el número de trabajadores dependientes) se revela una ratio conmutativa, si bien siempre se tiene en cuenta las diferencias económicas más evidentes, al establecerse un mínimo de renta a partir del cual se paga la tasa. Cfr. p.p. 130-143.
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